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Providencia:                             Sentencia de 20 de abril de 2016
Radicación Nro.

66001-31-05-001-2013-00130-03
Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Carlos Enrique Díaz Valencia
Demandados:


Junta Nacional de Calificación de Invalidez y Positiva S.A. 
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:

CONTROVERSIA PROBATORIA DE DICTAMEN DE JUNTA DE CALIFICACIÓN/ Valoración de médico especialista en salud ocupacional y seguridad social carece de idoneidad para debatir el dictamen de la Junta de Calificación
(…) si bien el estudio realizado por el Dr. Gómez Gómez toma en cuenta las tareas efectuadas por el demandante, su historia laboral y los diferentes dictamenes emitidos por la EPS S.O.S. y las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez; lo cierto es que ésta prueba, de conformidad con lo previsto en el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013, no resulta ser la idónea para controvertir el dictamen demandado, pues para modificar el grado de invalidez y su origen, debía ser evaluado por un auxiliar de la justicia, universidad u otro organismo o entidad calificado para ello o en su defecto otra sala diferente a la que emitió el dictamen de 16 de abril de 2010, sin que así se hubiere realizado en este caso (…)”

PENSIÓN DE INVALIDEZ/ Incumplimiento del requisito del porcentaje de pérdida de capacidad laboral

“(…) como quiera que al señor Carlos Enrique Díaz Valencia se le fijó una pérdida de la capacidad laboral inferior al 50%, esto es, el 37.67%, no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez (…)” 
INDEMNIZACIÓN POR PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL ENTRE 5% Y 49.99%/ Procede únicamente para casos en que la invalidez es de origen laboral

“(…) tampoco resulta dable acceder a la pretensión subsidiaria tendiente a que se le reconozca y pague la indemnización prevista en el Decreto 2466 de 1994 por tener una pérdida de la capacidad laboral superior al 5% e inferior al 49.99%, pues según el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 16 de abril de 2010, el origen de la pérdida de la capacidad laboral del accionante es común y esa prestación económica solo puede reconocerse cuando la misma es de origen laboral.”

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veinte de abril de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por las entidades demandadas en contra de la sentencia y el auto por medio del cual se aclara y corrige esa providencia, emitidas por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 17 de marzo de 2015 y el 1º de junio de esa misma anualidad respectivamente, dentro del proceso promovido por el señor CARLOS ENRIQUE DIAZ VALENCIA en contra de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ y POSITIVA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2013-00130-03. 

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Carlos Enrique Díaz Valencia que la justicia laboral declare: i) La nulidad del dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 16 de abril de 2010 y ii) Que tiene una pérdida de la capacidad laboral equivalente al 50.00% con fecha de estructuración el 7 de noviembre de 2008.

Con base en ello aspira que se condene a la sociedad Positiva S.A. a reconocer y pagar la pensión de invalidez desde el 7 de noviembre de 2008 en la cuantía que corresponda, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Subsidiariamente solicita que se condene a Positiva S.A. a reconocer y pagar la indemnización correspondiente a la pérdida de la capacidad laboral de origen laboral, de acuerdo con lo previsto en el artículo 1º del Decreto 2644 de 1994.
Fundamenta sus aspiraciones en que prestando sus servicios a favor de la Constructora J.R. Ltda., con quien suscribió contrato de trabajo desde el 20 de junio de 2005 hasta el 11 de marzo de 2009, sufrió enfermedad de columna lumbosacra, calificada por la EPS S.O.S. de origen profesional mediante dictamen de 8 de enero de 2008, sin embargo, en dictamen de 17 de febrero de 2009 la sociedad Previsora Vida S.A. hoy Positiva S.A. determinó que la enfermedad sufrida era de origen común; sostiene que el dictamen proferido por la EPS S.O.S. había adquirido firmeza, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6º del Decreto 2463 de 2001; manifiesta que en dictamen de 6 de mayo de 2009, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda determinó que tenía una PCL equivalente al 30.17% con fecha de estructuración el 27 de junio de 2007 y de origen profesional; indica que al resolver el recurso de apelación interpuesto, la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en dictamen de 16 de abril de 2010 estableció que su PCL asciende al 37.67% con fecha de estructuración el 7 de noviembre de 2008 de origen común; asegura que desde los 20 años de edad se ha desempeñado como operario de ladrillera, actividad que le ha generado su patología a nivel de columna, por lo que la enfermedad sufrida es de origen profesional, la cual le causa dolor crónico radicular en miembros inferiores, secundario a la enfermedad discal L4-L5 y L5-S1, situación que llevó a que se le practicara fijación transpedicular con reemplazo discal que le limita sus movimientos de dorsoflexión del tronco.
Explica que ante las dolencias padecidas, fue evaluado por el doctor Alberto Restrepo, médico especialista en Medicina Física y de Rehabilitación, quien determinó que su pronóstico funcional era malo principalmente para realizar actividades ocupacionales que impliquen movimiento de columna lumbo-sacra o cargar pesos. Finalmente asevera que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez omitió incluir en las deficiencias la anquilosis en la rotación derecha e izquierda y determinó valores inferiores de minusvalía.
Al contestar la demanda –fls.191 a 198- la sociedad Positiva S.A. aceptó los hechos relacionados con el contenido de los dictámenes emitidos por las Junta Regional y Nacional de Calificación de Invalidez de 6 de mayo de 2009 y 16 de abril de 2010 respectivamente. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho e inexistencia de la obligación”, “Enriquecimiento sin causa” y “Prescripción”.
Por su parte, la Junta Nacional de Calificación de Invalidez al contestar el libelo introductorio mediante curador ad litem –fls.222 a 226- aceptó también el contenido de los mencionados dictámenes y afirmó no constarle o no ser ciertos los demás hechos de la demanda. Se opuso a las pretensiones planteando las excepciones de fondo de “Inexistencia del derecho”, “Enriquecimiento sin causa” y “Prescripción”. 
En sentencia de 17 de marzo de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que el dictamen emitido por la Junta de Calificación Nacional de Invalidez el 16 de abril de 2010 no tuvo en cuenta todos los aspectos clínicos necesarios para evaluar el porcentaje de la pérdida de la capacidad laboral del señor Carlos Enrique Díaz Valencia, su fecha de estructuración y origen, los cuales si fueron tenidos en cuenta en el dictamen emitido por el Dr. Aldemar Hernando Gómez Gómez, el cual fue aportado por la parte actora, quien luego de tener en cuenta todas las patologías del accionante, determinó que su PCL era equivalente al 50.76% de origen profesional y estructurada el 11 de noviembre de 2008.
Por los motivos expuestos, declaró nulo el dictamen de 16 de abril de 2010 expedido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y en su lugar tuvo como dictamen válido el emitido por el mencionado galeno, declarando en consecuencia que la PCL del actor era del 50.76% de origen profesional y estructurada el 11 de noviembre de 2011; razón por la que determinó que el señor Díaz Valencia tiene derecho a que Positiva S.A. le reconozca y pague la pensión de invalidez a partir del 11 de noviembre de 2011 en cuantía mensual equivalente al salario mínimo legal vigente y por 14 mesadas anuales, teniendo derecho a que se le cancele un retroactivo pensional del orden de $49.116.691 causado entre la fecha anteriormente señalada y el 17 de marzo de 2015. Igualmente condenó a Positiva S.A. a reconocer y pagar por concepto de indexación sobre las mesadas pensionales causadas, la suma de $4.410.819.
Inconformes con la decisión, la aseguradora Positiva S.A. y la Junta Nacional de Calificación de Invalidez interpusieron recurso de apelación argumentando ambas que de conformidad con lo establecido en el Decreto 917 de 1999 y la Ley 1352 de 2013, las únicas entidades competentes para emitir los dictámenes donde se fija la PCL de una persona, el origen de la misma y su fecha de estructuración, son las Juntas de Calificación de Invalidez, por lo que el dictamen emitido por otras instituciones y profesionales de la salud no son la prueba idónea para calificar la invalidez de las personas, y en ese sentido no puede tenerse como válido el dictamen emitido por el Dr. Aldemar Hernando Gómez Gómez, dado que el mismo no es vinculante y solo sirve como una prueba más dentro del estudio que debe realizar la Junta Nacional de Calificación de Invalidez; motivo por el que se debe tener como válido el dictamen emitido por esa entidad el 16 de abril de 2010.  

En escrito de 27 de marzo de 2015 –fl.325- el señor Carlos Enrique Díaz Valencia solicitó que se corrigiera la sentencia proferida el 17 de marzo de 2015, tal y como lo prevé el artículo 310 del C.P.C., dado que en la parte considerativa se expresó que la fecha de estructuración de la PCL era el 11 de noviembre de 2008 y en la parte resolutiva se indicó que ella se había fijado el 11 de noviembre de 2011.
En auto de 1º de junio de 2015, la juez de primera instancia, luego de constatar que había incurrido en error en la sentencia proferida el 17 de marzo de 2015 al haber señalado en la parte resolutiva una fecha de estructuración de la PCL del actor, diferente a la que se fijó en el dictamen emitido por el Dr. Aldemar Hernando Gómez Gómez; procedió a corregir los ordinales 2º y 3º de la mencionada providencia en el entendido que la fecha de estructuración de la invalidez del señor Carlos Enrique Díaz Valencia es el 11 de noviembre de 2008 como lo estableció en su dictamen el Dr. Gómez Gómez, por lo que es a partir de esa misma calenda desde cuándo debe reconocerse la pensión de invalidez.
El apoderado judicial de Positiva S.A. interpuso recurso de apelación en contra de esa providencia, reiterando las razones expuestas en la sustentación del recurso de apelación presentado en contra de la sentencia proferida el 17 de marzo de 2015.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Es posible declarar válido el dictamen emitido por el Dr. Aldemar Hernando Gómez Gómez, en el que se establece que la pérdida de capacidad laboral del señor Carlos Enrique Díaz Valencia es equivalente al 50.76% con fecha de estructuración el 11 de noviembre de 2008 y de origen profesional?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Tiene derecho el demandante a que se le reconozca y pague la pensión de invalidez que reclama?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, dispone un procedimiento especial para la calificación del estado de invalidez y asigna esta competencia a un conjunto de entidades determinadas, dentro de las que se destacan las Juntas de Calificación de Invalidez.  

Según las voces del Decreto 2463 de 2001, las juntas de Calificación de Invalidez son organismos privados de origen legal, conformados por un grupo de profesionales interdisciplinarios, cuya competencia legal es valorar y conceptuar, con criterios técnicos y científicos, sobre el origen, grado y fecha de estructuración, del estado de pérdida de la capacidad laboral, entre otras, de las personas que se encuentran vinculadas al Sistema de Seguridad Social Integral.

Estos organismos se encuentran jerarquizados para el cumplimiento de su actividad, existiendo por un lado, a nivel territorial, las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez, que determinan la PCL de la persona en primera instancia, y por otro, un ente de carácter central y unificador de los criterios dados por éstas, denominado Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que tiene competencia en segunda instancia para conocer y resolver las controversias planteadas contra aquellos dictámenes. 

Ahora bien, a la luz de lo dispuesto en los artículos 4º y 9º del Decreto 2463 de 2001, el concepto técnico que estas Juntas emitan calificando la pérdida de capacidad laboral de un afiliado, debe estar acorde con las directrices y procedimientos que al respecto se encuentran señalados en el Manual Único para la Calificación de la Invalidez, regulado en el Decreto Reglamentario 917 de 1999; así mismo debe estar motivado en razones de hecho construidas con base en elementos probatorios tales como: historias clínicas, reportes, valoraciones o exámenes médicos periódicos, y cualquier otro tipo de material que permita establecer relaciones de causalidad, como lo son: certificados de cargos y labores, comisiones, realización de actividades, uso de determinadas herramientas o aparatos; y en razones de derecho, que no son más que las normas que se aplican al caso concreto. 

Por su parte, el artículo 31 ibídem establece una formalidad para el dictamen que califica el estado de invalidez y es el atinente a que las Juntas de Calificación de Invalidez deben elaborar y notificar su concepto técnico en un formato especial que autoriza el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para esos fines, el cual deberá estar diligenciado y firmado por cada uno de los miembros de la Junta.

No obstante lo anterior, la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y más recientemente en la SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 
Nótese como la referida norma determina de manera clara que para poder modificar el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral, mas no la fecha de estructuración fijada en el dictamen demandado, es indispensable que se allegue al proceso judicial, a solicitud de parte o de oficio por parte del juez, dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; y ello debe ser así, por cuanto el grado de invalidez y su origen son temas técnico-científicos que deben ser abordados por este tipo de entidades destinadas precisamente para ese fin; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de esos precisos conocimientos. 
EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor Carlos Enrique Díaz Valencia en la demanda –fls.2 a 25- que después de haber sido calificado por EPS S.O.S. y por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en dictamen de 16 de abril de 2010 determinó que tenía una PCL equivalente al 37.67% estructurada el 7 de noviembre de 2008 y de origen común.
Al no estar de acuerdo con el dictamen emitido por esa entidad, decidió hacerse valorar por el Dr. Aldemar Hernando Gómez Gómez, médico especialista en salud ocupacional y seguridad social, quien por medio de “Valoración Médico Laboral” de 16 de julio de 2012, concluyó que el actor sufrió una PCL del 50.76% con fecha de estructuración el 11 de noviembre de 2008 y de origen profesional; valoración que decidió adjuntar al proceso con la demanda –fls.138 a 151-.

El Juzgado Primero Laboral del Circuito en la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T.  y de la S.S. llevada a cabo el 27 de septiembre de 2013, por solicitud de la parte actora, decretó entre otras pruebas, la declaración del Dr. Aldemar Hernando Gómez Gómez con el fin de que informara sobre los fundamentos de hecho y de derecho que dieron lugar a que emitiera la “Valoración Médico Laboral” de 16 de julio de 2012.

El referido galeno al comparecer a la audiencia de trámite y juzgamiento corroboró toda la información contenida en la valoración que le efectuó al señor Díaz Valencia, señalando que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez no tuvo en cuanta las consecuencias que le ha generado al actor la “patología crónica irreversible en columna vertebral” que lo aqueja, así como las labores que lo llevaron al deterioro de su salud; considerando que de haberlo hecho correctamente habría llegado a la conclusión a la que él llegó en su valoración.
No obstante, si bien el estudio realizado por el Dr. Gómez Gómez toma en cuenta las tareas efectuadas por el demandante, su historia laboral y los diferentes dictamenes emitidos por la EPS S.O.S. y las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez; lo cierto es que ésta prueba, de conformidad con lo previsto en el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013, no resulta ser la idónea para controvertir el dictamen demandado, pues para modificar el grado de invalidez y su origen, debía ser evaluado por un auxiliar de la justicia, universidad u otro organismo o entidad calificado para ello o en su defecto otra sala diferente a la que emitió el dictamen de 16 de abril de 2010, sin que así se hubiere realizado en este caso; por lo que no resulta dable declarar nulo el mencionado dictamen, ni vinculante la valoración emitida por el Dr. Aldemar Hernando Gómez Gómez.

Así las cosas y como quiera que al señor Carlos Enrique Díaz Valencia se le fijó una pérdida de la capacidad laboral inferior al 50%, esto es, el 37.67%, no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama, de conformidad con lo establecido en el artículo 9º de la Ley 776 de 2002.
Finalmente, tampoco resulta dable acceder a la pretensión subsidiaria tendiente a que se le reconozca y pague la indemnización prevista en el Decreto 2466 de 1994 por tener una pérdida de la capacidad laboral superior al 5% e inferior al 49.99%, pues según el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 16 de abril de 2010, el origen de la pérdida de la capacidad laboral del accionante es común y esa prestación económica solo puede reconocerse cuando la misma es de origen laboral.

En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 17 de marzo de 2015, la cual fue corregida por medio de auto de 1º de junio de 2015, para en su lugar absolver a las entidades accionadas de todas y cada una de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo del actor en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 17 de marzo de 2015, la cual fue corregida mediante auto de 1º de junio de 2015, para en su lugar ABSOLVER a las entidades demandadas de todas y cada una de las pretensiones de la demanda.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
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